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COBRO DE DINERO 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 
Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh   

 
Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 17 de marzo 

de 2016, comparecen Aluma Construction Corporation, Vieques 

F.O. & G., Inc., el Sr. Alberto Vázquez Colón, su esposa, la Sra. 

Hilda Piñeiro Cáceres, la sociedad legal de gananciales constituida 

por estos y el Sr. Miguel A. Bermúdez Carmona (en adelante, los 

apelantes).  Nos solicitan la revisión de una Sentencia dictada el 4 

de febrero de 2016 y notificada el 16 de febrero de 2016, por el 

Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala de San 

Juan.  Por medio del dictamen apelado, el TPI declaró Ha Lugar 

una Solicitud de Sentencia Sumaria interpuesta por Oriental Bank 

(en adelante, Oriental o el Banco).  En consecuencia, el foro 

primario acogió la Demanda sobre cobro de dinero interpuesta por 

Oriental y les impuso a los apelantes el pago de $172,726.64 por 
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concepto de principal, más $6,577.79 de intereses, para una suma 

total de $179,304.43, y $17,900.00 por concepto de honorarios de 

abogado, más las costas e intereses legales.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

revoca la Sentencia apelada. 

I. 

 De acuerdo al expediente ante nuestra consideración, el 19 

de agosto de 2015, Oriental instó una Demanda sobre cobro de 

dinero en contra de los apelantes.  En esencia, sostuvo que los 

apelantes incumplieron con los pagos correspondientes, según 

acordados en un préstamo suscrito el 26 de junio de 2009 entre 

los apelantes y el extinto Eurobank.   

El Banco expuso que el préstamo fue por $897,392.97, con 

un término de repago de cinco (5) años, intereses devengados a 

razón de 1.5% sobre la tasa básica de interés preferencial 

fluctuante, nunca menor de 6.25% anual fijo.  Con miras a 

garantizar el préstamo antes aludido, los apelantes suscribieron 

un Collateral Pledge and Security Agreement y entregaron lo 

siguiente en calidad de prenda: un pagaré por la suma de 

$897,392.97, según evidenciado en un “Promissory Note”, suscrito 

por Aluma Construction Corporation el 26 de junio de 2009; una 

garantía solidaria, personal y continua del Sr. Alberto Vázquez 

Colón y su esposa, la Sra. Hilda Piñeiro Cáceres, suscrita el 26 de 

junio de 2009; una garantía solidaria, personal y continua del Sr. 

Miguel A. Bermúdez suscrita el 26 de junio de 2009; una garantía 

solidaria y continua de Aluma Construction Corporation, 

representada por el Sr. Alberto Vázquez Colón, suscrita el 26 de 

junio de 2009; una garantía solidaria y continua de Vieques F.0. & 

G., Inc., representada por el Sr. Alberto Vázquez Colón, suscrita el 

26 de junio de 2009; notas del Federal Home Loan Bank 

adquiridas por Aluma Construction Corporation por un valor total 
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de $300,000.00; y un “Assignment and Transfer of Account 

Receivables Agreement” suscrito el 26 de junio de 2009, donde 

Aluma Construction Corporation cede a favor del Banco todo su 

interés y los pagos a recibirse de los acuerdos en el mismo 

detallados, consistente de cinco (5) cuentas a cobrar, cuyo total es 

de $554,599.25.   

Oriental expresó que el 9 de marzo de 2009, se le acreditó al 

préstamo eje de la controversia, la suma de $300,000.00 

provenientes de la liquidación que hizo Santander Securities de las 

notas del Federal Home Loan Bank previamente aludidas y 

adquiridas por Aluma Construction Corporation.  Añadió que el 30 

de abril de 2010, la Oficina del Comisionado de Instituciones 

Financieras ordenó el cierre de operaciones de Eurobank y nombró 

al Federal Deposit Insurance Company (FDIC) como síndico.  El 

FDIC vendió y cedió varios de los activos del extinto Eurobank a 

Oriental.  Entre estos, se encuentra la acreencia reclamada en el 

pleito de autos.  A raíz de lo anterior, Oriental alegó que los 

apelantes incumplieron con el pago de la obligación crediticia, a 

pesar de múltiples gestiones de cobro y le adeudaban la suma de 

$172,726.64 de principal, más $6,577.79 de intereses, para un 

total de $179,304.43, más $17,900.00 por concepto de honorarios 

de abogado. 

 Por su parte, el 28 de octubre de 2015, los apelantes 

incoaron una Contestación a Demanda.  En síntesis, negaron que 

el Banco hubiera realizado gestiones de cobro desde que adquirió 

la facilidad de crédito reclamada.  Indicaron que no se les informó 

oportunamente quién era el tenedor del pagaré.  A su vez, 

sostuvieron que, ante la ausencia de gestiones de cobro, no 

procedía la reclamación de honorarios de abogado.  Por otro lado, 

admitieron que existía una cantidad al descubierto de una 

facilidad de crédito que obtuvo de Eurobank.   
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 Con fecha de 3 de febrero de 2014, Oriental interpuso una 

Solicitud de Sentencia Sumaria en la que solicitaron que el foro 

primario dictara sentencia a su favor, de manera sumaria, por no 

existir hechos en controversia.  Afirmó que no existía controversia 

que le impidiera concluir que los apelantes incumplieron con el 

pago del préstamo antes referido y que adeudaban las sumas 

detalladas en la Demanda. 

 A su vez, el 24 de febrero de 2014, los apelantes incoaron 

una Moción en Oposición a Sentencia Sumaria y/o (sic) Solicitud de 

que se Posponga la Resolución Hasta que se Permita y Concluya el 

Descubrimiento de Prueba.  Básicamente, adujeron que era 

improcedente la resolución del pleito por la vía sumaria debido a la 

falta de corroboración de la suma adeudada.  Explicaron que las 

garantías que suscribieron al momento de obtener el préstamo en 

controversia sumaban más que la deuda reclamada.  Informaron 

que desconocían si el pagaré fue gravado en algún momento.  

Asimismo, sostuvieron que experimentaban falta de liquidez y 

reducción de personal lo cual le dificultaba determinar la cuantía 

exacta de la deuda reclamada.  De otra parte, alegaron que la 

declaración jurada que formaba parte de los anejos de la Solicitud 

de Sentencia Sumaria instada por Oriental era prueba de referencia 

inadmisible en atención al conocimiento limitado de la declarante y 

la “autenticidad y complexión” del expediente en que el que se 

fundamentó la declaración jurada. 

 Con fecha de 17 de marzo de 2014, Oriental presentó una 

Réplica a Oposición a Sentencia Sumaria y/o (sic) Solicitud de que 

se Posponga la Resolución Hasta que se Permita y Concluya el 

Descubrimiento de Prueba.  De entrada, sostuvo que la Oposición 

instada por los apelantes no cumplía con las exigencias de la Regla 

36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 36.3.  Además, alegó 

que los apelantes no presentaron prueba fehaciente que pudiera 
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controvertir los hechos expuestos en la solicitud de sentencia 

sumaria como aquellos libres de controversia. 

 Con posterioridad, el 14 de abril de 2014, los apelantes 

instaron una Dúplica a Réplica a Oposición de Sentencia Sumaria 

Presentada por la Parte Demandada.  Alegaron que las cuentas por 

cobrar que entregaron en prenda para garantizar el préstamo 

reclamado constituían una cesión en pago y ascendían a 

$554,599.25.  Cónsono con lo anterior, los apelantes afirmaron 

que de la diferencia entre la cantidad del préstamo, los 

$300,000.00 provenientes de la liquidación de las notas del 

Federal Home Loan Bank y las cuentas por cobrar dadas en 

garantía reducen la cantidad adeudada a $42,793.72, más 

intereses.   

El 21 de abril de 2014, las partes presentaron una Moción en 

Cumplimiento de Orden.  En primer lugar, presentaron los hechos 

sobre los que acordaron que no existía controversia.  En segundo 

lugar, expusieron que la controversia última del caso eran la 

cuantía de la deuda y el título de la acreencia. 

Así las cosas, el 4 de febrero de 2016, notificada el 16 de 

febrero de 2016, el TPI dictó la Sentencia apelada y formuló las 

siguientes determinaciones de hechos: 

1. El 26 de junio de 2009, la demandada obtuvo de 
Eurobank, hoy Oriental Bank, un préstamo a 
término fijo, cuyo número es ******1804, por la 

cantidad de $897,392.97.  El préstamo tenía un 
término de repago de 4 años, devengando intereses 
al 1.5% sobre la tasa básica de interés preferencial 

fluctuante, la cual nunca sería menor al 6.25% 
anual fijo.1 

 
2. El préstamo fue evidenciado mediante el documento 

titulado “Financing Agreement” suscrito el 26 de 

junio de 2009. 
 

3. Para garantizar el préstamo, así como cualquier 
deuda u obligación pasada, presente o futura 

                                                 
1 Se omiten las notas al calce del dictamen apelado que hacen referencia a los 
hechos estipulados por las partes y que el foro primario anota en cada 

determinación de hechos. 
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incurrida por Aluma Construction Corporation, la 
demandada otorgó el 26 de junio de 2009 un 

“Collateral pledge and security Agreement”.  Dicho 
acuerdo fue inscrito en el Departamento de Estado 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, a través 
de una “Declaración de Financiamiento”.  

 

4. En cumplimiento con lo dispuesto en el contrato de 
préstamo, la demandante desembolsó a favor de la 
demandada la totalidad del préstamo, la 

demandante desembolsó a favor de la demandada 
la totalidad del préstamo, es decir $897,392.97. 

 
5. Al firmarse el contrato de préstamo, como parte del 

mismo, Aluma cedió como garantía una serie de 

valores líquidos.  La garantía del banco incluía el 
derecho al cobro de las acreencias, a su 

vencimiento, y el derecho a sustituir las mismas, si 
el deudor de aquéllas no pagaba. 

 

6. Mediante el referido contrato, la demandada entregó 
los siguientes valores en calidad de prenda a la 
demandante: 

 
a. Pagaré por la cantidad de $897,392.97, 

evidenciado con documento titulado 
“Promissory note”, suscrito por Aluma 
Construction Corporation el 26 de junio de 

2009. 
 
b. Garantía solidaria, personal y continua de 

Alberto Vázquez Colón e Hilda Piñeiro 
Cáceres, suscrita el 26 de junio de 2009; 

 
c. Garantía solidaria, personal y continua de 

Miguel A. Bermúdez suscrita el 26 de junio 

de 2009; 
 

d. Garantía solidaria y continua de Aluma 
Construction Corporation, representada por 
Alberto Vázquez Colón, suscrita el 26 de 

junio de 2009; 
 
e. Garantía solidaria y continua de Vieques F. 0. 

& G., Inc., representada por Alberto Vázquez 
Colón, suscrita el 26 de junio de 2009; 

 
f. Notas del Federal Home Loan Bank adquiridas 

por Aluma Construction Corporation las 

cuales totalizan $300,000.00; 
 

g. “Assignment and transfer of account 
receivables agreement” suscrito el 26 de junio 
de 2009, donde Aluma Construction 

Corporation cede a favor de la demandante 
todo su interés y los pagos a recibirse de los 
acuerdos en el mismo detallados, consistente 

de cinco cuentas a cobrar, cuyo total suma 
$554,599.25. 
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7. El 5 de marzo de 2010, Santander Securities emitió 
un cheque de $300,000.00 en favor de Eurobank, 

correspondiente al valor “6 f”, arriba.  El mismo fue 
acreditado a la cuenta de Aluma el 9 de marzo de 

2010. 
 
8. Al 18 de julio del 2013, la demandada adeuda la 

cantidad de $172,726.64 por concepto de principal 
y $6,577.79 por concepto de intereses, para un 
total de $179,304.43, más la suma de $17,900.00 

por concepto de honorarios de abogado, sumas que 
continuarán aumentando por los intereses y demás 

cargos por acumularse de acuerdo a la tasa 
pactada y hasta el saldo total de la deuda, más 
cualquier otro cargo del préstamo y cualquier otra 

deuda contraída por la demandada de conformidad 
con el contrato de préstamo. 

 
9. La demandada ha incumplido con el pago de la 

obligación crediticia antes descrita, acumulando 

atrasos en el pago del préstamo al dejar de realizar 
los pagos de interés y principal según acordados. 

 

10. La demandada no ha realizado pagos para 
satisfacer esta deuda, no obstante las gestiones de 

cobro llevadas a cabo por la demandante. 
 
11. La suma antes mencionada está vencida y es 

líquida y exigible.2 
 
En atención a las determinaciones de hechos anteriormente 

detalladas, el TPI declaró Ha Lugar la Solicitud de Sentencia 

Sumaria que presentó Oriental.  Por consiguiente, les impuso a los 

apelantes el pago, de manera solidaria, de $172,726.64, de 

principal, más $6,577.79 por concepto de intereses, para un total 

de $179,304.43, más $17,900.00 por concepto de honorarios de 

abogado.  El foro primario dispuso que la suma de dinero 

adeudada aumentaría debido a los intereses y cargos según 

pactados, hasta el saldo total de la deuda, más cualquier otro 

cargo aplicable y cualquier otra deuda contraída por los apelantes, 

de conformidad con el contrato de préstamo, más las costas y el 

interés legal al 4.25% anual. 

Inconforme con la anterior determinación, el 17 de marzo de 

2016, los peticionarios incoaron el recurso de epígrafe y adujeron 

que el TPI cometió seis (6) errores, a saber: 

                                                 
2 Véase, Sentencia, Anejo I del Apéndice del recurso de apelación, págs. 3-4. 
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Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 
cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 

de que la declaración jurada no establece 
conocimiento personal del declarante. 

 
Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 
cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 

de que la declaración jurada no es otra cosa que la 
caracterización por la declarante del supuesto 
contenido del expediente del cobro. 

 
Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 

cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 
de que la declaración jurada ni tan siquiera establece 
que tuviese bajo su control el expediente del préstamo.  

El que tenía era el de cobro. 
 

Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 
cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 
de que la declaración jurada no establece que el 

declarante tenga conocimiento de cómo se hacían las 
entradas y como se custodiaba el expediente del 
préstamo y el expediente del cobro, razón por la cual, 

aun si se presentase el expediente del préstamo, por 
no ser confiable sería inadmisible. 

 
Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 
cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 

de que declaración jurada constituye evidencia 
inferior, inadmisible cuando la mejor evidencia son los 
libros de cuenta y el expediente del préstamo está, o 

debiera, estar disponible. 
 

Erró el Honorable Tribunal al aceptar los hechos y 
cómputos propuestos por el Banco reclamante, a pesar 
de que la suma y resta del principal y los pagos no 

apoyan la cantidad reclamada sino la reconocida por 
la parte demandante. 

 
 Subsiguientemente, luego de solicitar un término adicional, 

el 2 de mayo de 2016, Oriental presentó un Alegato de la Parte 

Apelada.  Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a exponer el derecho aplicable. 

II. 

Es norma reiterada que mediante el mecanismo de sentencia 

sumaria, regulada por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V R. 36, un tribunal puede disponer de un caso sin celebrar 

vista en su fondo.  Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914, 932 

(2010); Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010); 

Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010).  A tales 
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efectos, la Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 

36.3(e), provee que para que proceda dictar sentencia sumaria es 

necesario que de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas, si las hubiere, surja que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a ningún hecho material y 

que, como cuestión de derecho, debe dictarse sentencia sumaria a 

favor de la parte promovente.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414, 430 (2013); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 

DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 

214; González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 DPR 127, 137-138 

(2006).   

El propósito de la sentencia sumaria es aligerar la 

tramitación de los casos en forma justa, rápida y económica, 

permitiendo que se dicte sentencia cuando de los documentos 

surge que no existe disputa sobre un hecho esencial y solamente 

resta aplicar el derecho, por lo que resulta innecesario celebrar un 

juicio en su fondo.  Oriental Bank v. Perapi et al., 192 DPR 7, 25 

(2014); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 

(2012); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra; Quest Diagnostics 

v. Mun. San Juan, 175 DPR 994, 1003 (2009).  Usada 

correctamente, la sentencia sumaria es un valioso mecanismo 

procesal para descongestionar los calendarios judiciales.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra; Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 

(2009).     

En este contexto, le corresponde al tribunal analizar si 

existen o no controversias en cuanto a los hechos y resolver si en 

derecho procede emitir sentencia a favor de la parte que la solicita. 

No cabe duda que solamente procede dictar sentencia sumaria 

cuando surge claramente que el promovido no puede prevalecer y 
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que el tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos 

necesarios para poder resolver la controversia.  Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., supra, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of 

LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720-721 (1986).  Ante la clara 

ausencia de certeza sobre todos los hechos materiales en 

controversia, no procede dictar sentencia sumaria.  Id.  El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha reiterado que un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable.  Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra, a las págs. 129-130, citando a Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, a la pág. 213.   

Por su parte, le corresponde a la parte promovida rebatir 

dicha moción por vía de declaraciones juradas u otra 

documentación que apoye su posición, pues si bien el no hacerlo 

necesariamente no significa que ha de emitirse el dictamen 

sumario automáticamente en su contra, tal omisión lo pone en 

riesgo de que ello ocurra.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la 

pág. 215; Toro Avilés v. P.R. Telephone Co., 177 DPR 369, 383-384 

(2009).  De acuerdo con la Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V R. 36.3(c), cuando se presenta una moción de 

sentencia sumaria, la parte contraria no puede descansar 

solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones, sino que se encuentra obligada a contestar de forma 

tan detallada y específica como lo haya hecho la parte promovente, 

ya que si no lo hace de esta forma, se dictará la sentencia sumaria 

en su contra, si así procede.  

Asimismo, toda inferencia que se haga de los hechos 

incontrovertidos debe hacerse de la manera más favorable a la 

parte que se opone a la misma.  Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 

supra, a la pág. 300, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of LDS 

v. Purcell, supra, a la pág. 721.  No obstante, “cualquier duda no es 
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suficiente para derrotar una moción de sentencia sumaria.  Tiene 

que ser una duda que permita concluir que existe una controversia 

real y sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”.  Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 130, citando a Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 214.     

Resulta menester precisar que “al dictar sentencia sumaria 

el tribunal deberá: (1) analizar los documentos que acompañan la 

solicitud de sentencia sumaria y los documentos incluidos con la 

moción en oposición, así como aquellos que obren en el expediente 

del tribunal; (2) determinar si el oponente de la moción controvirtió 

algún hecho material y esencial, o si hay alegaciones de la 

demanda que no han sido controvertidas o refutadas en forma 

alguna por los documentos”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo 

Titulares, 184 DPR 133, 167 (2011), citando a Vera v. Dr. Bravo, 

161 DPR 308, 333 (2004); López v. Miranda, 166 DPR 546, 562-

563 (2005).  A tales efectos, el juzgador no está limitado por los 

hechos o documentos que se aduzcan en la solicitud, sino que 

debe considerar todos los documentos del expediente, sean o no 

parte de la solicitud de sentencia sumaria, de los cuales surjan 

admisiones hechas por las partes.  Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra, citando a Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 

126 DPR 272, 280-281 (1990).     

En el caso de un foro apelativo, este “debe utilizar los 

mismos criterios que el Tribunal sentenciador al determinar si 

procede dictar sentencia sumaria, está limitado de dos maneras: 

sólo puede considerar los documentos que se presentaron ante el 

foro de primera instancia.  Las partes no pueden añadir en 

apelación exhibits, deposiciones o afidávits que no fueron 

presentadas oportunamente en el foro de primera instancia, ni 

pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir asuntos nuevos por 

primera vez ante el foro apelativo.  El Tribunal Apelativo sólo puede 
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determinar si existe o no alguna controversia genuina de hechos 

materiales y si el derecho se aplicó de forma correcta”.  Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 129.     

Ahora bien, por estar en la misma posición que el foro 

primario al momento de revisar las solicitudes de sentencia 

sumaria, recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

estableció un estándar específico que como foro apelativo debemos 

utilizar.  En torno a este particular, en Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., Op. de 21 de mayo de 2015, 2015 T.S.P.R. 70, 193 

DPR ____ (2015), el Tribunal Supremo indicó que, de entrada, 

debemos revisar que tanto la moción de sentencia sumaria, así 

como su oposición, cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.  Id., a las 

págs. 20-21.  Subsecuentemente, si existen hechos materiales 

controvertidos “el foro apelativo intermedio tiene que cumplir con 

la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos”.  Id., a la pág. 21.  

(Énfasis en el original suprimido).  Por el contrario, si encontramos 

que los hechos materiales del caso son incontrovertidos, debemos 

revisar de novo si el TPI aplicó correctamente la norma jurídica 

aplicable a la controversia que tuvo ante sí.  Id.   

Claro está, lo anterior en nada altera la reiterada normativa 

en cuanto a que cuando se utiliza la sentencia sumaria “el sabio 

discernimiento es el principio rector para su uso porque, mal 

utilizada, puede prestarse para despojar a un litigante de su día en 

corte, principio elemental del debido proceso de ley”.  Mejías et al. 

v. Carrasquillo et al., supra, citando a MGMT. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000).   

A tenor con los principios antes expuestos, procedemos a 

resolver la controversia que nos ocupa. 
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III. 

 Por estar estrechamente relacionados, discutiremos de 

manera conjunta los señalamientos de error aducidos por los 

apelantes.  En síntesis, los apelantes adujeron que incidió el foro 

primario al acoger los cómputos propuestos por Oriental en cuanto 

a la cuantía de la deuda reclamada.  Los apelantes cuestionan la 

ausencia del expediente del préstamo, toda vez que la oficial de 

Oriental que suscribió una declaración jurada en apoyo de la suma 

reclamada fundamentó su declaración exclusivamente en el 

expediente de cobro.  Les asiste la razón a los apelantes en sus 

planteamientos.   

De conformidad con el marco doctrinal antes expuesto, 

estamos en igual posición que el tribunal de instancia para 

analizar detenida y pormenorizadamente los documentos 

sometidos por las partes, tanto en apoyo a la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por Oriental como la oposición presentada por 

los apelantes.  En particular, encontramos que el Banco presentó 

copia de su expediente de cobro que incluye copia del historial de 

pagos de los apelantes.  Ciertamente, también presentó copia del 

pagaré endosado a su favor y una declaración jurada de una oficial 

bancaria.  No obstante, no se desprende de los documentos 

presentados por Oriental si los valores entregados en prenda por 

los apelantes para garantizar el préstamo fueron colectados o 

negociados parcial o totalmente por Eurobank u Oriental.  

Desconocer el trámite financiero, si alguno, que tuvieron dichos 

créditos entregados por los apelantes pudiera dar pie a un 

enriquecimiento injusto, de determinarse que alguno fue 

efectivamente ejecutado o cobrado.  Es innegable que de ello haber 

ocurrido, la suma reclamada por Oriental y acogida por el foro 

primario en el dictamen es incorrecta. 
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Por consiguiente, luego de un minucioso análisis, 

concluimos que el TPI incidió al disponer del caso en la forma 

sumaria, debido a que de los documentos presentados no se 

desprende el destino de las garantías otorgadas por los apelantes.  

Lo anterior, incide directamente en la cuantía reclamada por el 

Banco que es claramente una controversia de hecho medular que 

debe ser dilucidada en una vista plenaria. 

Reconocemos la labor encomiable de los jueces de primera 

instancia al atender una gran carga de casos y, ciertamente, 

reiteramos la norma de deferencia que nos merecen las 

determinaciones de hecho que realice el foro de instancia.  A su 

vez, es menester resaltar que los tribunales de instancia gozan de 

amplia discreción para pautar y conducir la tramitación de los 

procedimientos ante su consideración.  In re Collazo I, 159 DPR 

141, 150 (2003); Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117, 141-142 

(1996); Molina Avilés v. Supermercado Amigo, Inc., 119 DPR 330, 

337 (1987).  Sin embargo, resulta imprescindible reiterar que el 

mecanismo de sentencia sumaria mal utilizado puede “prestarse 

para despojar a un litigante de su día en corte, principio elemental 

del debido proceso de ley.”  Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 

supra. 

En atención a todo lo antes expuesto, concluimos que el 

tribunal apelado debió celebrar un juicio y no únicamente 

circunscribirse al contenido de los documentos presentados por las 

partes.  Adviértase que con nuestra conclusión no prejuzgamos los 

méritos de la controversia y, mucho menos, llegamos a alguna 

conclusión en cuanto a la cuantía de la deuda reclamada en el 

pleito de autos.  En esta etapa procesal del litigio de autos, resulta 

improcedente emitir comentarios relacionados a los méritos de las 

contenciones de las partes litigantes.  Ello procedería únicamente 

una vez completado el descubrimiento de prueba, desfilada la 
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misma en el juicio y culminada la evaluación del tribunal apelado, 

mediante el correspondiente dictamen.  En virtud de todo lo antes 

expresado, revocamos la Sentencia apelada.  

IV. 

 En virtud de todos los fundamentos antes expresados, se 

revoca la Sentencia apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


